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Tribunal Constitucioml1 solicitando el planteamiento de un conflicto
neftltivo de competencia (art. 68, apartadO 2.°). En tal caso, si este
Tnbunal entendiera queJa nesaliva. de las Administraciones implicadas
se basa «en una diferencia de mterpretación de preceptos constitu.ciona·
les o de los Estatutos de Autonomía o de Leyes Otgánicas u ordinarias
que delimiten los ámbitos de competencia del Estado y de las Comunida­
des Autónomas» declarará planteado el conflicto (art. 69, apartado 2.° de
la LOTC).

De esta regulación que la' Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
hace del conflicto negativo de competencias se desprende con claridad
que en los citados arts. 68 y 69 se exige sustancialmente para tener por
planteado uno de estos conflictos (junto a otros requisitos temporales y
procedimentales que no es preciso revisar aquí) la concurrencia de dos
presupuestos: de un lado, que se haya obtenido de las Administraciones
implicadas sendas resoluciones negativas o declinatorias de competen­
cias, y de otro, que dicha ne~ativa se funde en una diferente interpreta~

ción de las normas de distnbución de competencias que componen el
bloque de la constitucionalidad ex arto 69.2 de la LOTe. La imprescin­
dible presencia de estos dos elementos conflictuales. por otra parte, ya
ha sido destacada con anterioridad por este Tribunal en los AATC
142/1989 Y 322/1989. Con es. confIguración legal de este cauce procesal
se pretende vedar el acceso al Tribunal Constitucional de pretensiones
que «hayan sido desatendidas por razOnes no competenciales o por
controversias que, aun siendo de naturaleza competencial, no son, sin
embargo, propias de la jurisdicción del Tribunal Constitucional»
(ATC 322/1989, fundamento jurídico 2.°). De forma que la simple
presencia de cuestiones estrictamente fácticas o, incluso, jurídicas en
alguna medida vinculadas con el sistema de distribución de competen­
cias, pero cuya solución no requiera de una interpretación de las reglas
competenciales, no pennite transfonnar un conflicto de competencias
aparente en una verdadera controversia competencial susceptible de
resolución en el cauce prevenido en los arts. 68 y siguientes de la LOTe.

2. En el caso que ahora nos ocupa, el objeto de esta controversia
consiste en dilucidar qué administración de las implicadas debe dar
cumplimiento a la Sentencia de la entonces Magistratura de Trabajo
núm. 1 de las de Bilbao, de 13 de septiembre de 1983, en la que se
declara la nulidad del despido de los actores en el proceso labora! e
interesados y promotores de este conflicto negativo, todos ellos trabaja­
dores .que -prestaron en su día servicios· en un Centro de la ya
desaparecida AISS, y, en consecuencia, se condena a la Administración
demandada a readmitir a los trabajadores en sus puestos y al abono de
los salarios dejados de percibir desde la fecha del cese hasta que la
readmisión tenga lugar.

Pues bien, así centrado el objeto de esta controversia, resulta
indudable que carece de dimensión constitucional, pues no atañe a la
interpretación de preceptos constitucionales o de los Estatutos de
Autonomía o de Leyes Orgánicas u ordinarias que delimiten los ámbitos
de competencia. del Estado y de las Comunidades Autónomas, según
exige para tener por planteado ,un conflicto negativo de competencias
el arto 69.2 de la LOTe. Dicho de otra manera: no existe una
controversia entre ambas Administraciones partes del conflicto sobre el
alcance de sus competencias y derivada de una diferente interpretación
de las no~mas del bloque de la constitucionalidad que distribuyen
competencias .entre los,:diversos-entes territoriales. materia que es el
único objeto posible de este peculiar cauce procesal que'es el conflicto
negativo de competencia, cualquiera que sea la extensión que pueda
concederse.al mismo. Así, las partes no discuten la competencia del País
Vasco en materia de ejecución de la legi-slación laboral y de organiza­
ción, dirección y tutela, con la alta' inspección.del Estado, de los servicios
dc éste para esa ejecución (art. 12.2 del Estatuto); ni tampoco su
competencia ,relativa a deporte, ocio y esparcimiento (art. 10.36 del
Estatuto). Por el contrario, la cuestión se reduce a resolver si los
interesados han sido o no transferidos por la Administración del Estado

Pleno. Sentencia 157/1990. de 18 de octubre. Cuesliones de
inconstitucionalidad 73211987 y 2.02011988 (acumuladas).

·En relación con el articulo 114 del Código Penal.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Fráncisco
Rubio Llorente, Vicepresidente; don Fernando García-Mon y González­
R~gueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don
MIguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa, don
Luis López Guerra, don José Luis de los Mozos y de los Mozos; don
Alvaro Rodríguez Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra y don José
Gabaldón López, Magistrados; ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En .Ias cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas números
732/1987. formulada por el Juzgado de Distríto de Peñarroya-Pueblo

a la Comunidad Autónoma del País Vasco en virtud del Real 1)eereto
2698/1981, de 30 de octubre, de traspaso de servicios del mstituto
Social del Tiempo Libre, Organismo que ostentaba la titularidad del
Centro, en el. que los trabajadores prestaron. sús servicios en su día
dependiente de la AISS.· Y, por consiguiente, cuál de.las Administracio­
nes afectacla_sde:be hacer frente a los, ga$tos que suponga la ejecución de
la Sentencia que declara nulo el despido.

Pero ninguno de ambos extremos de esta única problemática, la
ejecución· de una Sentencia laboral puede ser objeto de discusión en un
conflicto de competencia en virtud de los razonamientos que anteceden
y como, de forma coincidente, denuncia acertadamente el Abogado del
Estado. Los interesados deben, en consecuencia, dirigirse solicitando la
ejecución. de su Sentencia en sus propios términos a quien únicamente
posee potestades para ello, conforme al arL 117.3 de la Constitución y
a! arto 18.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y debe, además.
garantizar' el derecho a la tutela,judicial efectiva' de los iilteresados
(art. 24.1 de la Constitución) en su vertiente de derecho a la ejecución
de 10 ya resuelto; es decir; el propio Juez de lo Social que dictó la
Sentencia sobre despido de la que trae origen esta causa.

En apoyo de esta tesis, ,no (:S ocioso: recordar que este Tribunal ya ,ha
decla~do en.div~.ocas,i,ohes que~.incluso, la diferencias de interpre­
tación·es'r4:tament~ constJeñidas a las nonnas de un Real'Decreto de
traspasó dé funciones' y servicios y de los medios personales y materiales
que ello conlleva, no son bastantes para tener por planteado un conflicto
nagativo (AATC 142/1989, fundamento jurídico 2.°, y 322 /1989,
fundamento jurídico 3.°). Puesto que es una doctrina jurisprudencial no
meROS reiterada· por este Tribunal que los citados Reales Decretos no
atribuyen ni reconocen competencias y, en lo que ahora atañen, no
forman 'parte del- bloque ,de la: constitucionalidad ex arto 69.2
de la LOTe.

Por consiguiente, resulta obligado apreciar la falta de jurisdicción a
que se refiere el arto 4.2 de la LOTe, puesto que la ineXIstencia de un
verdadero objeto de conflicto competencial hace jurídicamente imposi­
ble un pronunciamiento de fondo; imposibilidad que en modo alguno
desaparece por la circunstancia, sin duda desafortunada, de que los
interesados hubieran, de buena fe, acudido a esta clase de proceso
constitucional siguiendo la indicación que en ,tal sentido les hizo la
Administración Vasca, que ni viene prevista en el arto 68 de la LOTC,
es manifiestamente errónea y carece de ef~~'álgunaparaconvertir en
objeto idóneo de conflicto negativo 'de cotlfPetenCia cuestiones en las
que.·no 'están implicadas o controvertidas normas de distribución de
competencias. -

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Declarar que la pretensión fonnulada por don Angel Priet!? Ramos,
doña María Cannen Santamaria Huerta y doña HortenSIa Beato
Femández no constituye conflicto constitucional negativo de co~peten­

cia y, eA su consecuencia, que este Tribunal carece de jurisdicción para
pronunciarse sobre la misma.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid, a dieciocho de octubre de mil n0'Yecientos

noventa.-Finnado: Francisco Rubio Llorente.-Femando Garc~a-Mo~_y
González-'Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eu~emo D~az
Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo~Ferrer.-Jesus Leguma
Vil1a.~Luis López Guerra.~José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Vicente Gimeno Sendra.-José
Gabaldón López.~Rubrícado.

Nuevo (Córdoba) en autos de juicio de faltas 5911987, y 2.020/1988,
formulada por el Juzgado de Distrito de San Felíu de GUIxols en autos
de juicio de faltas núm. 109/84. Han sido parte el Fiscal General del
Estado y el Abogado del Estado y ha sido Ponente el Magistrado don
Miguel Rodríguez-Piñeiroy Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer del
Tribuna!.

1. Antecedentes

.1. El día 30 de mayo de 1987 tiene ,entrada en' el Registro de este
TrIbunal Auto de 28 de abril anterior del Juzgado de Distrito de
Peñarroya-Pucblo Nuevo (Córdoba), en el que plantea cuestión de
inconstitucionalidad del arto 114, párrafo segundo in fine, del Código
Penal por posible contradicción con el arto 24.1 e.E. Dicho asunto fue
registrado con el número 732/87.

2. Según dicho Auto, el precepto cuestionado, puesto en relación
con los arts. 112 y 113.6 del Código Penal (el) adelante e.P.) supone,
Interpretado de acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que,
una vez que han transcurrido dos meses entre dos actuaciones judiciales,
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se ha paralizado el procedimiento penal y opera la prescripción con
independencia de a Quien sea debida dicha paralización.

En el proceso de orige,o la aplicación de la prescri~ión imJ?OOiría. un
pronunciamiento judicial sobre el fondo del asunto, dejándolo lmpreJuz­
garla. con lo que se malograría la razón última del proceso y no se
cumpliría la finalidad de toda sentencia penal, es decir la restauración
del orden jurídico perturbado por una acción punible, que no sólo. se
restablece con la consecución de la indemnización delcontemdo
económico por el perjudica.do. A ella se une que la paralización del
proceso en el juicio de faltas se debe fundamentalmente al aumento
considerable. de asuntos en los Juzgados de Distrito y a la escasez de
medios mat~riales y humanos que hacen imposible"la resolución ~en.tro
del plazo previsto en el arto 113.6 c.P. El hecho de operar la prescnpclOn
deja impre¡'uzgados gran número de asuntos, lo que a.fecta a la t.utela
efectiva de justiciable consagrada en el arto 24.1 C.E. Úl no condena del
reo choca frontalmente con el derecho del Estado de imponerla pena de
sanción, y con el del ofendido a obtener, para la defensa de sus derechos,
una tutela judicial efectiva sin indefensión.

En consecuencia, solicita del Tribunal que se pronuncie si.el arto 114,
párrafo dos, in fine, del Código ·Penal, está en contra de lo dIspuesto en
el arto 24, párrafo uno,· de la Constitución, en concreto en lo referente a
la paralización .del proceso no achacable al particular (prescripción por
inacción).

3. Por providencia de 3 de junio de 1987 la Sección acordó admitir
a trámite la cuestión, dar traslado de las actuaciones al Congreso de los
Diputados, al Senado, al Gobierno y al Fiscal General del Estado, para
que en el plazo de qu~nce días pucli.eran persona~se en el procedimiento,
y formular las alegaCIOnes que estImen convenIentes. .

El Presidente en funciones del Congreso de los DIputados, en
nombre del mismo, comunica al Tribunal que el congreso no se
personará en el prócedimiento ni formulará alegaciones; pero pone a
disposición del Tribunal las actuaciones de la Cámara que pueda
precisar.· ..

El Presidente del Senado, en nombre del Senado, SOliCIta se le tenga
por personada a la Cámara en el 'procedimiento y por ofrecida su
colaboración a los efectos del arto SS.I LOTC.

4. El Fiscal ~eneral del Estado formula alegaciones en las que
puntualiza, enpnmer :f\t&\lf," que el objeto de la cuestión no es la
prescripción en sí, a la que no parece oponerse reparo, ni tampoco la
prescripción por la inactividad de los particulares, sino en concreto la
achacable al propio órgano jurisdiccional.

Las cuestiones de inconstitucioD41idad tienen carácter concreto, se
plantean con vistas a dar ,solución a un caso singular efectivamente
promovido ante un órgano judicial, por lo que son innecesarias algunas
de las consideraciones que $e contienen en el Auto del ~uzgado. No se
trata de evaluar la' repercusÍón que 'en general puede tener la prescrip­
ción, sino lá consecuencia específica del caso que el Juzgado tiene que
resolver. No hay que tener en cuenta si en otros supuestos la prescrtp­
ción impide la satisfacción de los lícitos intereses en, el orden matenal
de la víctima, sino si en el caso concreto, .l,!- prescri~ión de l~ fal~
lesiona el derecho 8 ser'compensadodelpefjulClO sufrido el.propletano
del coche ,accidentado y, consiguientemente, el de tutelajudiClal. En este
caso -desperfectos del coche- no se ve comprometido ningún otro
derecho del perjudic~do, que, no sea el resarcim~ent~ de, los <:l.a~os del
vehículo deSUl'ropledad. Ha de preguntarse solo SI, de aprecIarse la
prescripción, el damnificado vería frustrado su derecho a la tutela
judicial, justamente por contradicción del art.24.1 C.E.

La tutelajudicial no.exige necesariamente un pronunciamiento sobre
el fondo, pues, aunque éste sea su contenido nonnal,' también cumple
con la prescripción de, tutela un fallo de inadmisióil cuando concurra
una.causa que inrpida entrar'en el, fondo; Un,fallo que aprecie la
prescripción de un hecho delietivoen realidad es un fallo de fondo, que
presta la'debida tutela judicial, si es razonado y se basa en una aplicaCión
no arbitraria: . - ,

El que la inexistencia de falta no haga posible un pronunciamiento
sobre la,resPOnsabilidad'civil no sUP9ne que el per¡'udicado no pueda
resarcirse pOr otra vía,pues le queda a salvo la rec amacióncivll, por
lo que 'no se advierte donde pueda encontrarse la' contradicción con
el atto 24~1,'C.E. Si el Derecho existente contempla la prescripción, cuya
constitucionalidad no se plantea, S!J apreCiación ,por el Juez oC! IX?d;rá
decirse que desconozca el derecho fundamental a la tutela JudICIal
efectiva. 'La falta de esa indemnización inmediata del perjudicado es una
consecuencia inevitable de la prescripción que, en el ámbito criminal, al
tiempo que favorece al denunciado o al imputado, puede derivar ese
perjuicio a lavictims. En cuanto a la práctica imposibilidad de que
ciertos Juzgados' pueda,tl resolver dentro del plazo de dos meses, ni ,se
demuestra Que sea el caso del Juzgado cuestionado, ni tal planteamiento
puede ser traído' al Tribunal Constitucional, pues es un problema de
política judicial.

Por tanto, la prescripción de la falta que fue objeto de enjuiciamiento
en el proceso a qua -si es que hubiera lugar a declararla- no contraviene
el arto 24.1 C.E. El Juez resolvería aplicando la normativa legal existente
que acepta la prescripción como causa de extinción de la responsabili­
dad crinimal cuyainconstitucionalidad no ha sido planteada. El Juez lo

único que pretende es que los dos meses (~se ampl!en», per~ tal
ampliación no puede plantearse ante este "!'nbunal ni resolvena. ~l
problema que cree .haber, pues no desaparecena po~ ell~, la resJ?OnsabIlI.
dad de que sobreviniera la prescripción por paralizaclOn ofiCial de las
actuaciones. ..

En atención a lo expuesto, interesa se dicte sentencia rechazando la
cuctión de inconstitucionalidad propuesta.

5. El Abogado del Estado, en su escrito de alegaciones afirma que
se pretende en la cuestión de inconstitucionalidad que no reabra el cursp
del f)lazo de prescripción la pa:r:alización del procedimiento y, concreta­
mente no achacable al particular, pues a la que sí lo es, no se le ~ace

objeciÓn alguna. Consiguientemente, la inconstitucionalidad pretendida,
más que una eliminación de un texto concreto del. C~~lgO Penal,
quedaría satisfecha mediante la adición de una caractenzaclOO concreta
de la paralización pr~sal como .causa de ,la ~~ap~rtura del pl~zo de
prescnpción, en el sentido de exc1ulf la parahzaclOn lffiputableal organo
jurisdiccional, pero no la imputable a las partes. . .' .

Esta formulación permite plantear dos problemas sobre el JU~CIO de
relevancia. En primer lugar si la interpretación del precepto cuestIOnado
per:mite inferir un criterio de distinción entre la paraliza~ión del proceso
imputada al juzgador y la i.mp~tada 3; las pa~es! P':l~S SI en el ~e:xto d~l
precepto cuestionado estuviese ImplíCita esa dlstmclon, la.cuestlOn se~la

absolutamente superflua. Según la jurisprudencia más reCiente, la r~~<.?n
última de la prescripción es el transcurso 4el tiempo eJ:.1tre la COffilSlOn
del delito y la fecha de persecución del mIsmo, en re~lidad el precepto
cuestionado no ofrece base literal alguna para refeI1;r el efecto de la
prescripción a la inactividad concreta de algún sUJet? del I?r?c,eso.
Cualquier paralización, sea Quien sea el que la haya motIvado,.m.lcl~ ,el
plazo de prescripción, sin que tenga alcanc~ a~uno .. l~ dls~nclOn
defendida por el Juzgado proponente entre parahzaclOn debida al organo
jurisdiccional y paralización imputable a las partes. . .

En segundo lugar, para aceptar el juici<:> de relevanCia serí~ ne~~sano

que en el caso de autos se haya dado efectIvamente una pa~ahzaclOn del
procedimiento. Tal pretende basarse. en h.abe~ transcurrido un plazo
superior a Jos dos meses entre la proVIdencIa dIctada por el Juzgad? de

.Instrucción de Peñarroya declarando firme el Auto dictado por ~:hc~o

Juzgado acordandoJa ~emisión de !as ~ctuaci~nes al Juz~do ~e Dlstnto
y la providencia delJuzgado de Dlstnto haCIendo ~l ~na'-amlent~ p~ra

el juicio. No hay base para afirmar que haya eXistido un~ autentica
paralización del procedimiento que pueda. fundamentar raCIOnalmente
un efecto de prescripción ya que la paralización procesal causante de la
interrupción de la prescripción no debe identifica~ sino con· aquella
inactividad que suponga, como ha declarado el Tnbunal Supremo ~n
multitud de· ocasiones, que «la acción queda en reposo» o «sm
progreso», no en los casos en que. los ,autos procesales sufra.n u~.retraso
respecto al tiempo normal dereahzaclón. La supuesta paralizaclOn de la
causa por un trámite de traslado presupone la realización de una serie
de actos materiales que si no tienen una expresión escrita en las
diligencias, no habrán dejado de realizarse, y desd~ que el !uez.?e
apelación declara la firmeza del Auto y ordena procedIera a la eJecuclon
v el Juez a qua ordena la citación para el juicio, es lógico pensar que se
han llevado a efecto una serie de actos materiales facilitadores ~el
procedimiento. No -cabe duda que si las diligencias de averiguación
operan un efecto evitador de la prescripción, con mayor razón hab~á,de
reconocerse este efecto a aquellos actos que revel.an una de(:ld~da

voluntad' de equiparar en última instancia la pre~pclón con el archIVO
o la paralización absoluta de las actuacione~ y eVIta prudentemen.te que
se reconozca un efecto prescriptivó por el SImple transcur~ <:tel uempo
y de diligencias con expresión escrita en los autos. P~r conslgwente, falta
'Un importante presupuesto procesal en el planteamiento de la presente
cuestión que se evidencia en la falta de 'relevancia de la misma, al faltar
el presupuesto mismo de la norma que se cuestiona. "

En el Auto de planteamiento de, ·la cuestión se ~a,:en contm~as

invocaciones a la realidad social como punto de refetenc13 mterpretahvo
del propio precepto cuestionado; sin embargo, esta realidad social -que
impediría de lacto la adecuada punición de las faltas penales- en l~~r
de utilizarse como facto interpretativo de la propia norma, se uuhza
comoelemento,demostrativo de SU, incoilstitucionalidad. Por otra parte,
se rechaiatod~ iqterpretaciónqu.e desconozca'el carácter de la pres~rip­
ción del verdad~ro beneficio cara al reo con lo cual se adopta una actItud
interpretativaque dificilmente puede conducir a otro resultad~ que la de
la .inconstitucionalidad. de la propia norma. La ponderacIón de .las
circunstancias e incidencias sociales debe corresponder fundamental­
mente al legislador, sin que tales aspe~tos pueden influir en un juicio de
constitucionalidad; cuyo presupuesto debe basarse en el texto de .Ias
normas y 'no en las normas resultantes de una aección interpretatrva
previa. .. .

Respecto al fondo del asunto, la razón por la que el Juzgado e.nh,ende
inconstitucional el precepto estriba en la Idea de que el reconOCImIento
de la prescripción impide el derecho a obtener un fallo sobre: el fondo.
Tal planteamiento en realidad cuestiona, por un lado, el propio título de
la prescripción, dando, potr otro, UI) alcance inadecuado al arto 24 c.E.,
al suponer exigible en todo caso una soluc~ón al fondo d~l a~~.mto,
excluyendo como solución de f.podo la determmada por la aphcaclOD de
la prescripción, sólo la inadmisibilidad no fundamentada en causa
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·álguna o no moti~ada sería co'ntraria al arto 24 C.E. Un pronunciamiento
de prescripción de una acción o un derecho resuelve el asunto,
restaurando también el orden jurídico perturbado al decidir la prescrip­
ción de la posible infracción punitiva.

La prescripción no puede considerarse descalificada constitucional­
mente. El Tribunal ha admitido que el ordenamiento limite temporal­
mente la vía de la correspondiente acción. La prescripción encuentra su
propia justificación constitucional en el principio de seguridad jurídica,
y en el caso de, las acciones penales podría tener otro fundamento: la
tnterdicción de las dilaciones indebidas, la orientación reeducadora de
reinserciónsocial de las penas privativas de libertad, etc. Además, la
legitimidad .constitucional de las leyes no es debida a la vinculación
positiva de aquellos principios o reglas constitucionales expresamente
proclamados,_ sino de la ausencia de contradicción entre el texto legal y
el texto constitucional. La valoración sobre la brevedad del plazo de
prescripción o de la influencia que sobre la aplicación de esta institución
pueda tener la acumulación del trabajo de los órganos judiciales deben
hacerse por el propio legislador., sin Que pueda suplirse esta valoración
mediante un juicio negativo de inconstitucionalidad.

Por lo expuesto, solicita Q.ue se dicte Sentencia en que se desestime
la cuestión de inconstitucionalidad planteada.

6. El 13 de diciembre de 1988, tuvo entrada en este Tribunal Auto
del 1 de diciembre anterior de la Juez del Juzgado. de Distrito deSant
Feliu de Guixols (Gerona), por d que Se plantea cuestión de inconstitu­
cionalidad relativa a la posible vulneración que el arto 113 c.P. en
relación con el 114.2 c.P. pudieran representar en orden a la efectiva
tutela judicial de los ciudadanos perjudicados por una,falta, así como al
derecho de defensa consagrado en el arto 24 c.E. Dicho asunto fue
registrado con el núm. 2.020/88.

7. El Auto expone que de los preceptos cuestionados se derivaría la
posibilidad o no de condena de una persona por una falta de impruden­
cia. Entiende que la paralizacióti del procedimiento durante dos meses,
independientemente de la causa que lo provoque, hace' jugar a la
prescripción, lo 'que explica la práctica de las llamadas diligencias «de
recuerdo». _ '

El juego c:ie la prescripción de las faltas plantea problemas específicos,
ya Que junto con la ,acción penal cabe ejercitar la civil derivada del
delito, lo que permite la obtención por una vía rápida y económica del
resarcimiento de daños que pueden ser de considerable cuantía. De este
modo el que opere la prescnpción obligatoria al perjudicado a acudir a
otro juicio más costoso y más dilatado en el tiempo. Como quiera que
no está prevista .la intervención de las partes antes de la celebración del
juicio oral, éstas no pueden instar la continuación del procedimiento y
evitar su paralización, provocándose así una efectiva indefensión, que
además depende de la situación real· de trabajo o de diligencia en los
Juzgados, factor que no puede justificar unas consecuencias desiguales
Que no' han sido Queridas por el legislador. Por ello cuestiona la
constitucionalidad del arto lB c.P. en relación con el 114 c.P. pnr
posible vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva y del. derecho
de defensa del arto 24 C.E.

8. Por providencia de ·19 de diciembre de 1988 las Sección acordó
admitir a trámite la cnestión, publicar 'su incoación en el «Boletín Oficial
del Estado», y dar traslado de las actuaciones al Congreso de los
Diputados. al Senado, al Gobierno y al Fiscal General del Estado,
6torgándoles un plazo de quince días para personarse en el procedi­
miento y formular alegaciones.

El Congreso de los Diputados, a través de su Presidente, comunica
al Tribunal que no se personará en el procedimiento ni formulará
alegaciones, pero pone a disposición del Tribunal las actuaciones de la
Cámara que pueda precisar.

El Presidente del Senado, en nombre de la Cámara, solicita que se
tenga a ésta por personada en el procedimiento y ofrece su colaboración
a efectos del arto 88.1 LOTC. .

9. El Fiscal general del Estado formula alegaciones en las que I
afirma que la presente cuestión se contrae a los mismos artículos del
Código Penal 113 y 114, referentes ala prescripción de faltas y a la
misma posible vulneración de un derecho fundamental, el derecho a la
tutela judicial efectiva, que la cuestión de inconstitucionalidad 732/87
~iend!J asimismo coincidentes los razonamientos en una y otra ~
IdentIdad en los procesos previos a juicio de faltas por infracción de
tráfico. Tales identificaciones dispensan de hacer nuevas alegaciones,
bastando el mero reenvío a las que se efectuaron en la anterior cuestión
de inconstitucionalidad y a la petición de desestimación que ya se hizo.

~I Auto que plantea la presente hace alguna otra consideración, como
la dIsconformidad con el criterio jurisprudencia que excJuye del cóm­
puto d~1 plazo de prescripción la paralización del procedimiento como
causa Imputable al juzgado, que son irrelevantes en el planteamiento
constitucional que es propio- a las cuestiones. Las que justifican la
cue~t~ón promovida vienen a coincidir con las de la cuestión precedente.
Sohc~ta .I?Of ello la acu~ulación de esta cuestión a la 732/87 en
tramltaclOn y en cualqUier caso la desestimación de esta cuestión
planteada.

"10.' El Ab~gado del'Estado, en su escrito de ai~gaciones';,sostiene
que faltan las condiciones procesales exigibles para el planteamiento de
la cuestión· por no existir dependencia entre el fallo yla validez de la
norma cuestionada. La -Juez proponente -no duda de la validez del
precepto legal, sino que parte de' una perplejidad interpretativa y trata
de lograr queel'Tribunalle dé indicaciones sobre-cótno interpretar los
preceptos a la luz de valores y derechos constitucionales. Se trata de una
consulta que parte de una discrepancia con una determinada. lí":ea
jurisprudencial; cuya respuesta no es función del TriburralConStltuclO­
nal. Aún más la invalidación de los preceptos 'cuestionados crearla más
problemas para la solucióndcl.asunto¡ ya que no es.posible-que el
Tribunal Constitucional sustituya al legislador creando· un régimen de
prescripción de las faltas apropiado al exceso ,de trabajo existente en el
Juzgado ni que valore cual es la línea jurisprudencial más adecuada.
Como el Tribunal no puede hacer ni lo uno ni lo otro, la cuestión e's
inadmisible.

En cuanto al fondo del asunto afirma que el Auto no tiene en cuenta
la más reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo, que obliga a
apreciar la prescripción por encima de las posibles diligencias'procesales,
tan pronto :con_las exigencias del derecho .sustantivo se han producido.
Por otro lado el Auto,sc'coloca en el punto de vista del perjudicado, sin
tener en cuenta los intereses del acusado, debiendo colocarse en segundo
plano-en relación a la política criminal la satisfacción de las pretensiones
civiles. Carecen de ·trascendencia constitucional los razonamientos de
politica jurídica. En suma, el derecho de tutela judicial efectiva que
pertenece a, los p~rjudicados no puede estimarse vulnerado por. los
arts. 113 (penúltimo párrafo) o 114 (segundo párrafo) del c.P., pues la
prescripción no les impide impetrar la tutela judicial de SllS derechos e
mtereses ante el orden jurisdiccional civil. Que ello ,pueda ser causa de
gastos y retrasos no representa por si vulneraciót1_ de su derecho a la
prestaclón jurisdiccional del orden al que ~orrespondedarla, aunque, sin
duda, es situaci,ón que el le~slador (y, dentro del marco legal, 'también
el órgano judicial) podrán tener en cuenta para facilitar a la víctima u,na
satisfacción más pronta de su pretensión dentro de Jo posible. ,

11. Po( Auto de 18 de abril de 1989, el Pleno aco(dó acumular la
cuestión de inconstitucionalidad núm. 2.020/88, a la 'fegistrada con
el núm. 732/87.

12.' Por providencia de 16 de oetu!:¡n;,,de 1990 se señaló para
deliberación y votación de las presentes cueStiones el día 18 del mismo
mes y año.

Il. Fun.damentos jurídicos

1. Antes de entrar e'n el examen 'de fondo de las presentes
cuestiones es preciso pronunciarse sobre si,ambas cumplen'las condicio­
nes procesal~s exigidas por el.art. 35.2 de la LOTC, dado que el Abogado
del, Estado, manifiesta reparos al respecto y, según ~a declarado _este
Tribunal, la falta de condiciones procesales también puede ser apreciada
en la Sentencia.

En la cuestión 732/87 alega Que en el supuesto enjuiciado por el
Juzgado proponente no ha habido. una auténtica paralización del
procedimiento, por lo que falta uno de los, presupuestos de la supuesta
prescripción de la infracción penal y, en consecuencia, también el
presupuesto mismo de la norma cuya constitucionalidad se cuestiona, ya
que el retraso' normal de tramitación no puede considerarse como
paralización procesal. En la cuestión de inconstitucionalidad 2.020/88,
el Abogado del Estado estima que la carencia de las condiciones
procesales 'afecta al requisito mismo de la relevancia, pues en la misma
no se aprecia el nexo de 'dependencia exigible. entre e.1 fallo del proceso
y la validez o invalide? de la norma cuestionada.

Ninguna de estas cb;::eiones procesales Que el Abogado del Estado
opone puede ser acogida. La primera de ellas, porque es ,el órgano
judicial que . plantea la cuestión el competente, en principio, para
determinar cuáles son efectivamente las normas aplicables al caso que
ha. de decidir y sólo cabrá declarar inadmisible por este motivo una
cuestión de inconstitucionalidad cuando de manera evidente, sin
necesidad de -~nálisis 4~ fondo, l~ norma cuestionada sea inaplicable al
caso en donde la cueslIon se SUSCIta (por todas, STC 17/1981): En el caso
de la cuestión 732/87 el Juzgado ha considerado que era apreciable la
excepción de prescripción aducida por una de las partes del proceso por
haber estado paralizado el procedimiento durante más de dos meses y
que la estimación a su juicio obligada -de dicha excepción, en aplicación
de In dispuesto en los arts. 113 y 114.2 C.P. truncaria el derecho
fundamental del ofendido a la tutela judicial efectiva. No cabe apreciar
como motivo ele inadmisión el que la interpretación del. término
paralización de procedimiento sea incorrecta, puesto que, aparte de la
falta de competencia de este Tribunal para controlar las. norIl1asa aplicar
en el caso sometido a su conocimiento, el hecho de ,que -sea: posible una
interpretación distinta de la norma cuestionada no permite cOIlsiderar la
cuestión en sí misma como mal fundada, salvo que· esa interpretación
sea manifiestamente infundada y arbitraria, Id que no ocuiTeen el
presente caso en que esa interpretación se avala con decisiones de
nuestro Tribunal Supremo.

Tampoco es posible considerar que en la cuestión 2.020/88 el juicio
de relevancia' efectuado-por el ]uzgadopromotoF' adolezca de notoria
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falta de consistencia que impida proceder al estudio de l~ cuestión
planteada. Es cierto que se plantea la cuestión de manera abstracta, sin
razonar, como hubiera sido deseable, en qué consiste la inconstituciona­
lidad advertida en los arts. IBy 114.2 c.P., aparte de la genérica
denuncia de que la regularización contenida en dichos preceptos vulnera
el arto 24.1 C.E., y sin precisar suficientemente si el vicio de inconstitu­
cionalidad radicaría en la existencia misma de la prescripción de las
faltas, en el plazo de prescripción señalado para las mismas O en las
reglas que sobre el cómputo del plazo de prescripción establece el Código
Penal, aunque parece deducirse del contexto que este último tema sea el
que preocupa al órgano judicial cuestionante. El hecho de que en el Auto
de planteamiento no se concrete el juicio de legitimidad constitucional
de las nonnas cuestionadas, no supone que la cuestión planteada haya de
ser inadmitida por carecer del necesario juicio de relevancia, esto es, el
nexo de dependencia que ha de existir entre el fallo del proceso y la
validez o invalidez de las normas cuestionadas, que aparece suficiente­
mente exteriorizado en el Auto de planteamiento.

2. Cuestión distinta es la de si, a través del planteamiento de la
cuestión de ¡nconstitucionalidad; puede formularse no tanto una duda
de constitucionalidad de una norma sino una «perplejidad interpreta­
tiva», y tratar de obtener de este Tribunal la decisión de cuál haya de
ser el alcance o interpretación que ha de darse a unos artículos del
Códi~o Penal para salvaguardar el derecho fundamental a la tutela
judiCIal efectiva. Tiene razón el Abogado del Estado, y también el
Ministerio Fiscal que acusa de planteamiento abstracto a estas cuestio­
nes, cuando afirman que la cuestión de inconstitucionalidad no puede
ser utilizada por los órganos judiciales para resolver dudas interpretati~

vas. Ya en la STC 5/1981 (fundamentojuridico 6.°) se dijo que, aunque
las llamadas Sentencias interpretativas pueden ser un medio lícito muy
delicado y dificil utilizable por el Tribunal Constitucional, «1a emana­
ción de una. Sentencia de este género no puede ser objeto de una
pretensión de los recurrentes», y que sólo cabe solicitar del Tribunal
Constitucional un «pronunciamIento sobre adecuación o inadecuación
de los preceptos a la Constitucióm>, pero no directamente una Sentencia
de carácter interpretativo.

El que este Tribunal sólo declare la inconstitucionalidad de un
precepto cuando su incompatiblidad con la Constitución resulta induda­
ble, por ser imposible lJt!y~J," a cabo una interpretación del mismo y
compatible a la luz de la Constitución (SSTC 93/1984, 115/1987 Y
105/1988), no significa convertirlo en el órgano competente para realizar
directamente la interpretación de las leyes de acuerdo con la Constitu­
ción, tarea que entra dentro del ejercicio de la potestad jurisdiccional
del arto 117.3 C.E. Mediante la cuestión de inconstitucionalidad los órga­
nos judiciales no pueden, pretender directamente aclarar. dudas de
interpretación sin relevancia constitucional. En este sentido el arto 5.3 de
la Ley Orgánica del Poder Judicial precisa que «procederá el plantea­
miento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía interpreta­
tiva.!l0 ~. posible la acomodación de la norma al ordenamiento
constltuClonal.» ,

Por consiguiente. las presentes cuestiones, si· se entendiesen dirigidas
a detenninar el alcance y 'significado que pudieran darse a 100s preceptos
cuestionados, a la luz de la Constitución, -incurrirían si no en un defecto
del juicio de relevancia, sí en un defecto de objeto y, como notoriamente
infundadas, podrían. ser rechazadas, sin más, en este momento, al no
haberse hecho en el trámite del arto 37.1 LOTC. No obstante, pese a eSOs
defectos en la formulación, las cuestiones ponen también en duda los
preceptos legales mismos" de modo Que la interpretación dada a los
preceptos cuestionados POI" los Jueces cuestionantes es sólo el presu­
puesto, pero no el objeto, de las presentes cuestiones. Sólo desde esta
perspectiva resulta,posible entrar en el análisis de fondo de las presentes
cuestiones.

3. Las presentes cuestiones se refieren sustancialmente a la posible
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1 CE. de
los perjudicados por la infracción criminal en los casos en los que la
prescripción de las faltas, regulada en los arts. 113.6 y 114.2 c.P., opere
por la imposibilidad de tramitar y resolver los juicios de faltas, en el
plazo de dos meses, impidiendo un pronunciamIento sobre el fondo y
obligando al perjudicado a acudir al proceso civil para 'obtener el
consiguiente resarcimiento. En concreto se cuestiona si la regulación que
el vigente Código Penal hace de la prescripción de las faltas. al fijar
el arto 113.6 c.P.' un corto plazo de prescripción -dos meses- y orde­
nar el arto 114.2 C.P. que el mismo corra desde la paralizaCIón del
procedimiento sin distinguir entre las causas que puedan motivar la
paralización, supone, a la vista de la realidad judicial del momento, una
denegación práctica de justicia por producir una prescripción generali~

zada de las faltas.
Previamente 'a resolver la cuestión· así delimitada, es conveniente

precisar que .la prescripción de la infracción penal, institución de larga
tradición histónca y generalmente aceptada, supone una autolimitación
o renuncia del Estado ~l tus puniendi Ror el transcurso del tiempo, que
encuentra también fundamentos en principios y valores constituciona­
les, pues toma en consideración la función de la pena y la situación del
presunto inculpado, su derecho a que no se dilate indebidamente la
situación Que supone la virtual amenaza de una sanción penal, lo Que

ha de ponerse en conexión también con el derecho a un proceso sin
dilaciones indebidas (STC 17/1983).

La institución de la prescripción, en general, encuentra su propia
justificación constitucional en el principio de seguridad jurídica consa­
grado de manera expresa en el arto 9.3 CE., puesto que en la prescripción
existe un equilibrio entre las exigencias de la seguridad jurídica y las de
la justicia material, que ha de ceder a veces para permitir un adecuado
desenvolvimiento de las relaciones jurídicas; desenvolvimiento que, en
el ámbito del Derecho penal, se completa y acentúa en el derecho
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE.) Yen
los principios de orientación' a la reeducación y reinserción social· que
el arto 25.2 CE. asigna a las penas privativas de libertad. De otra parte,
si el fundamento y razón de ser de la prescripción de la responsabilidad
criminal es, en definitiva, la renuncia del Estado al ejercicio del ius
puniendi, ningún reproche cabe hacer, desde la perspectiva constitucio~

nal, a que el ordenamiento, a la vez que establece las conductas punibles,
limite temporalmente el ejercicio por el Estado del derecho a castigar.
Como ha afirmado este Tribunal (SSTC 7/1983, 58/1984 Y 147/1986),
el hecfio de Que los derechos fundamentales sean permanentes e
imprescriptibles es compatible, sin embargo, con que el ejercicio de la
correspondiente acción, que permite reclamar jurisdiccionalmente ante
una presunta y determinada violación, esté sujeto a un plazo de
prescripción. .

Determinar el régimen jurídico de la prescripción de las infrac.cIOnes
penales es algo que corresponde hacer al legislador, de acuerdo con los
criterios de política criminal y de seguridad jurídica que considere
idóneos en cada caso concreto, pero, dados los valores constitucionales
en juego, sería cuestionable constitucionalmente un sistema ju~dico
penal que consagrara la imprescriptibílidad absoluta de los delItos y
faltas.

4. En el proceso penal la pretensión de condena tiene una natura­
leza totalmente pública, pero en nuestro ordenamiento está prevista la
posibilidad de que los peljudicados puedan actuar como acusación
privada. La operatividad de la prescripción de la falta puede ser un
obstáculo, tanto para el ejercicio d~ esa acusación privada como p~ra el
de la acción civil.correspondiente. El ejercicio de la acción penal pnvada
-y por extensión de la acción civil derivada de los hechos deIictivos­
forma parte del mismo contenido del derecho a la tutela judicial efectiva
(por todas, STC 108/1983). Sin embargo, la jurisprudencia de este
Tribunal ha precisado que el ejercicio de la acción penal, al menos en
el primer estadio procesal, ha de realizarse por medio de la correspon­
diente querella, pues la inicial denuncia de los hechos no supone el
ejercicio de la· acción penal, ni constituye en parte al que la formula
(SSTC 115/1984 y 173/1987, Y AATC 132/1981 y 789/1986, entre
otros). Y, de otro lado, hemos señalado igualmente que el ejercicio de
la acción penal no comporta un derecho incondicionado a la apertura y
plena sustanciación del proceso, sino sólo a un pronunciamiento
motivado del Juez sobre la calificación jurídica que le merecen los
hechos, expresando, en su caso, las razones por las que inadmite su
tramitación (STC 148/1987) por lo que tampoco se garantiza eléxito de
la pretensión punitiva de quien la ejercita, DI obliga al Estado, titular del
ius puniendi, a imponer sanciones penaJes en todo caso, con indepen­
dencia de que concúrra o no alguna causa de extinción de la responsabi­
lidad penal (por todas, STC 83/1989). En definitiva, en modo alguno
puede confundirse el derecho a la· jurisdicción penal para instar la
aplicación del ius puniendil que forma parte del derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva, con el derecho material a penar, de exclusiva
naturaleza pública y cuya titularidad corresponde al Estado.

No es posible considerar que una resolución judicial (Auto de
sobreseimiento o Sentencia) que estime aplicable la prescripción como
causa de extinción de la responsabilidad criminal infrinja, por este sólo
hecho, el derecho que los perjudicados u ofendidos por la infracción
enjuiciada tienen a obtener la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). El
derecho· a la tutela efectiva que comprende el derecho de acceso al
proceso 'y el de obtener un pro'nunciamiento motivado sobre la
pretensión ejercitada, no resulta infringido por la apreciación debida­
mente fundamentada de la concurrencia de la prescripción, en este caso,
de la falta y la consecuente dech,uación de la extinción de Iaresponsabili­
dad penal, aunque impida al juzgador pronunciarse sobre la acción civil
ejercitada en el proceso penal, y obligue a acudir a la vía civil
correspondiente.

El conocimiento de la acción civil dentro del proceso penal tiene
carácter eventuaI, por estar condicionada por la existencia de responsa­
bilidad penal. La estimación" de una causa extintiva de la responsabili­
dad criminal impide resolver la reclamación civil en el' proceso penal y
hace necesario plantear la reclamación civil en los tribunales ordmarios.
Ello no origina por sí mismo indefensión y los inconvenientes que de
ello se derivan para la víctima resultan más bien de la regulación del
propio proceso civil, pero ello no puede ser razón suficiente para
condicionar una política criminal determinada, ni extraer consecuencias
que restrinjan la posibilidad de operar la prescripción dL la. pena en el
proceso penal ni, desde luego, fundamentar la inconstitucionalidad de la
prescripción de la falta. Ello sis;nificaría partir de una presunta prevalen­
cia del proceso penal para satisfacer pretensiones resarcitorias civiles y
admitir que la sancÍón penal, en caso de falta, es sólo un elemento
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accesorio, aunque punto de anclaje necesario, para obtener, en la más
rápida y económica vía penal, el resarcimiento de la víctima. No es una
exigencia constitucional que el derecho material penal y el correspon­
diente proceso penal se organice exclusivamente para asegurar el
resarcimiento civil de las víctimas de actos culposos.

5. Según se ha dicho, la inconstitucionalidad advertida por los
Jueces proponentes vendría motivada por la imposibilidad para deter­
minados órganos judiciales -entre los que habría que incluir a los
Juzgados promotores-, debido a los numerosos asuntos y a la escasez de
medios materiales y humanos, de tramitar y resolver los juicios de faltas
sin incurrir en la paralización de dos meses, prevista como plazo de
prescripción en el arto 113.6 C.P., sin que el arto 114.2 c.P. permita
distinguir entre las causas que motivan esa paralización. Para evitar una
denegación práctica de justicia a causa de la prescripción generalizada de
las faltas, la realidad social del momento exigiría, según los Jueces
proponentes, que la prescripción de la falta por paralización del
procedimiento sólo operase cuando la paralización fuera debida a la
inacción del particular y no a la del órgano judicial.

La insconstitucionalidad habría de achacarse a la aplicación conjunta
del art. 113.6 c.P. en relaeión con el arto 114.2 c.P., puesto que este
último permite que la prescripción, después de interrumpida, vuelva a
correr desde que «se paralice el procedimiento», o sea, según los
proponentes, una v~z que hayan transcurrido dos meses entre dos
actuaciones judicialés.

Según el Abogado del Estado, el precepto cuestionado no ofrece base
literal alguna para referir el efecto de la prescripción a la inactividad
concreta de algún sujeto del proceso, pues, de conformidad con la
jurisprudencia más reciente, cualquier paralización del procedimiento,
sea quien fuere el que la hubiere motivado, iniciaría el plazo de
prescripción, sin que tenga alcance la distinción propu~nada entre
paralización debida al órgano jurisdiccional y paralización Imputable a
las partes. No obstante lo anterior, el Abogado del Estado difiere de la
interpretación que los Juzgados promotores de las cuestiones hacen
acerca de qué debe entenderse por paralización del procedimiento, pues,
a su juicio, la paralización procesal causante de la interrupción de la
prescripción no debe identificarse sino conaqueUa actividad que
suponga, como ha declarado el Tribunal Supremo en multitud de
ocasiones, que «la acción queda en reposo» o «sin progreso»; no, en
cambio, en los casos en que los autos procesales sufran un retraso
respecto al tiempo normal de realización.

Ya se ha dicho que el objeto de estas cuestiones de inconstitucionali­
dad son unos determinados preceptos legales, y no una. concreta
interpretación de los mismos, y que a través de las mIsmas no
puede pretenderse una determinada reforma de un precepto legal a,
través de una Sentencia interpretativa que imponsa una distinción en el
arto 114.2 c.P. ~ara la que ésta no ofrece base htera! alguna. Nuestro
juicio ha de limItarse a si contraria el arto 24.1 C.E. la regula.cIón legal
de la prescripción de las faltas en la medida que opera tambIén en los
casos en que el procedimiento se paralice más de dos meses a causa de
retrasos en la justicia.

Las consideraCIOnes mcluidas en el ti.mdamento anterior serian
suficientes para responder a la duda planteada en el sentido de afirmar
la constitucionalidad de los preceptos cuestionados, pues si la determi­
nación del régimen jurídico de la prescripción de las infracciones penales
es ~o que corresponde hacer al legislador, atendiendo a los criterios de
política criminal que estime idóneos, también lo es la fijación del plazo
de prescripción para cada tipo de infracción. Sin embargo, esta conclu­
sión no impide, en orden a evitar todo confusionismo, hacer unas
precisiones desde la perspectiva constitucional sobre la prescripción de
las faltas en los casos de paralización del procedimiento y sus causas.

La insconstitucionalidad que los Juzgados promotores de las cuestio­
nes advierten en las normas cuestionadas es una inconstitucionalidad
per relationem, al basarla en la eventual imposibilidad de que ciertos
Juzgados puedan resolver los juicios de faltas en el plazo de dos meses,
lo que, en cuanto tal, carece de todo significado, puesto que una ley no
puede devenir constitucional o inconstitucional, atendiendo a las
circunstancias del órgano judicial que la haya de aplicar. Los problemas
de la organización y funCIOnamiento de la justicia no. pueden servir de
criterio de ¡nconstitucionalidad de los preceptos cuestionados, al margen"
de que el funcionamiento anormal de la justicia pueda lesionar en
concreto derechos constituicionales del ciudadano, en particular el
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas. Pero esa eventual lesión
no podría achacarse a las normas cuestionadas, ni el remedio a la
problemática del grado de eficacia o diligenc;ia de los órganos judiciales
habría de resoiverse necesariamente, como destaca el Ministerio Fiscal,
mediante la modificación del régimen jurídico de la prescripción de las
faltas y la consecuente puesta en peligro de los fines constitucionales que I
esa regulación persigue.

No corresponde a este Tribunal Constitucional determinar si el plazo
de prescripción que el arto 113 c.P. establece para las faltas, cuyo origen
se remonta a la legislación penal decimonónica y ha sido mantenido en
las sucesivas· redacciones de los diferentes· Códigos' Penales, es el más
adecuado a la realidad social actual, pues esa es cuestión que compete
en exclusiva al legislador, a quien corresponde valorar, en su caso, la
posible influencia que en la aplicación de la prescripción puede tener la
acumulación de trabajo de los órganos jurisdiccionales, así como las
consecuencias que de ello se derivan. No es ocioso recordar que, en
relación con la situación de agobio del trabajo judicial, el legislador ya
ha adoptado medidas de carácter orgánico, la supresión de los Juzgados
de Distrito, y de carácter materiaten relación con el enjuiciamiento de
las faltas de tráfico, a las que se refieren las presentes cuestiones,
suprimiendo el conocimiento por los Tribunales penales de un elevado
número de asuntos «carentes de razones político-criminales que aconse~

jen su sometimiento a la jurisdicción penal». como afirma el preámbulo
de la Ley Orgánica 3/1989. de 21 de junio, de actualización del Código
Penal, que ha despenalizado buena parte de las faltas de tráfico. Estas
medidas legislativas, que pretenden corregir los problemas _de bloqueo
judicial sobre el que razonan los Jueces proponentes, demuestra~ que la
solución a esos problemas no tiene necesariamente que canalIzarse a
través de una ampliación de los plazos de prescripción o unarnodifica­
ción de las causas de interrupción de la prescripción,medidas que no
son constitucionalmente exigibles y que incluso podrían cristalizar la
desidia o el retraso en el funcionamiento de los órganos judiciales, que
también se trata de corregir mediante estos plazos breves de prescripción
de las faltas.

En segundo lugar, en relación con lo dicho, debe recordarse también
que este Tribunal ha señalado en repetidas ocasiones (SSTC 152/1987.
255/1988 Y83/1989; YAATC 944/1986 y 112/1987), que la aprenación.
en cada caso, concreto de la concurrencia o no de la prescripción como
causa extintiva de la responsabilidad penal es una cuestión de mera
legalidad que corresponde decidir a los Tribunales ordinarios y 'que
carece de relevancia constitucional. En concreto, 'por lo que respecta a
si la paralización del procedimiento a que se refiere el arto 114 c.P.
comprende o no la paralización proce~1 originada por el exceso de
trabajo del órgano judicial, este Tribunal ha considerado,' en concordan­
cia con lo anterior, que ambas interpretaciones, siempre y cuando sean
razonadas y fundadas, son conformes con~ el'art. 24. I c.E. y no pueden
ser revisadas por este Tribunal. En este sentido, es evidente que no
corresponde a este Tribunal fijar una línea interpretativa de lo dispuesto
en el arto Il4 c.P. en orden a cuáles la paralización del procedimiento
que hace correr de nuevo el plazo de prescripción, o si el mero retraso,
respecto del tiempo normal· de realización de los juicios de faltas, debe
o no identificarse con dicha paralización'; pues, en definitiva, dichas
cuestiones han de ser resueltas por los propios órganos de la jurisdicción
penal en cada caso concreto, ponderando también las circunstancias del
caso para estimar si ha existido una auténtica y real paralización del
procedimiento.

El que en algún caso concreto la falta de diligencia o el exceso de
trabajo del órgano judicial competente impida, pese ala diligencia de la
parte acusadora, ,el juego de la prescripción y que ello lesione su derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas y, eventualmente, su derecho a la
tutela judicial efectiva, podrá, en su caso, ser corregido; incluso a través
de la vía del amparo constitucional, pero esa eventualidad no es razón
suficiente, para la declaración de inconstitucionalidad de una regulación
jurídica que trata- de asegurar la inmediación de la' sanción penal y que
además coincide con las tendencias más recientes de Jos sistemas penales
comparados.

FALLO

En atención· a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar Olas cuestiones de inconstitucionalidad planteadas por los
Juzgados de Distrito de Peñarroya-Pueblonuevo y San Feliú de Guixols,
en relación con los arts. lB y 114.2 c.P.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de octubre de mil novecientos noventa.
Firmado: Francisco Rubio Llorente.-Femando Garda-Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel
Rodríguez-Piflero y Bravo-Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López
Guerra.~José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rü:dríguez
Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra....,José Gabaldón Lopez.-Rubncado.


